Excmo. Sr. Fernando López Aguilar

Ministro de Justicia

San Bernardo, 45

28015 Madrid

El pasado 9 de julio de 2004, los colegios profesionales abajo firmantes, tuvimos conocimiento de la propuesta de Real Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores, documento fechado el 17 de junio de 2004.

Ante el contenido del documento y la forma en la que las entidades firmantes hemos tenido conocimiento, nos vemos en la obligación de remitirle el siguiente: 

Documento-posición del colectivo de educadores y educadoras sociales sobre el Proyecto de Real Decreto por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores.

Antes de entrar en el contenido del Real Decreto quisiéramos hacer la siguiente consideración:

La Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre colegios profesionales, modificada por la Ley 74/1978, de 26 de diciembre, de normas reguladoras de los Colegios profesionales, por la Ley 7/1997, de 14 de abril, de medidas liberalizadoras en materia de suelo y de Colegios profesionales, y por el Real Decreto Ley 6/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes de Intensificación de la Competencia en Mercados de Bienes y Servicios, establece, en su artículo 2.2. que “los Consejos Generales y, en su caso, los Colegios de ámbito nacional informarán preceptivamente los proyectos de ley o de disposiciones de cualquier rango que se refieran a las condiciones generales de las funciones profesionales, entre las que figurarán el ámbito, los títulos oficiales requeridos, el régimen de incompatibilidades con otras profesiones y el de honorarios cuando se rijan por tarifas o aranceles”.

En estos momentos existen colegios profesionales de educadores sociales en las Comunidades Autónomas de Cataluña, Galicia, Baleares, Murcia, Valencia, País Vasco y Castilla-La Mancha. Son, por tanto, siete entidades colegiales que tienen, entre otras, de acuerdo con lo que establecen las respectivas leyes autonómicas de colegios profesionales, la función de informar preceptivamente los proyectos de ley o de disposiciones de cualquier rango que se refieran a las condiciones generales de las funciones profesionales.

Por consiguiente, este proyecto de Real Decreto debía ser informado, de acuerdo con lo que establece la legislación de colegios profesionales, por quienes ostentan la representación de la profesión de educación social y de los educadores sociales.

Respecto al contenido del proyecto de Reglamento, queremos hacer las siguientes apreciaciones y aportaciones:

Primera.

Tal vez uno de los aciertos más claro de la Ley 5/2000 estaba en el respaldo educativo que reclamaba en las medidas aplicadas a menores infractores. Responsabilidad de los menores sobre sus actos, sí; también responsabilidad penal. Pero todo ello desde un punto de vista educativo, sin el cual el interés del menor como principio supremo quedaría menoscabado.

En la exposición de motivos (apartado I.2), y recogiendo lo establecido por la Ley 4/1992, se configura a los equipos técnicos de los Juzgados de Menores “como instrumento imprescindible para alcanzar el objetivo que persiguen las medidas...” y establece “un procedimiento de naturaleza sancionadora-educativa...”. Nos sorprende, por tanto, que el reglamento que ahora se quiere aprobar sea más restrictivo que la propia Ley y, en parte, la contradiga. Es más, al omitir la figura del educador social como profesional se falta a la finalidad básica de esta Ley que es promover y regular las herramientas para conseguir la integración y la reinserción social de los menores y los jóvenes a los que se aplica esta Ley mediante la articulación de programas y actuaciones que han de tener carácter fundamentalmente educativo.

En este sentido, el artículo 2.1º de la propuesta de Reglamento establece que “Los equipos técnicos estarán formados por psicólogos y trabajadores sociales cuya función es asistir técnicamente en las materias propias de sus disciplinas profesionales a los Jueces de Menores y al Ministerio Fiscal, elaborando los informes, efectuando las propuestas, siendo oídos en los supuestos y en la forma establecidos en la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores y, en general, desempeñando las funciones que tengan legalmente atribuidas”.

Cabe recordar que, con fecha 22 de febrero de 1988, una disposición de la Subsecretaría del Ministerio de Justicia recogía para los equipos y profesionales que apoyarían a los futuros Juzgados de Menores, entonces dependientes de la Dirección General de Protección Jurídica del Menor, las siguientes funciones, entre otras: Emitir los informes y dictámenes que solicite el Juez de Menores y el Ministerio Fiscal, así como hacer las propuestas de intervención especializada (psicológica, educativa y social).

Con el título “Equipo Técnico de Apoyo al Juzgado. Juzgados de Menores. Septiembre de 1988”, la Dirección General de Protección Jurídica del Menor, en un documento amplio recogía las características, composición y funciones de estos Equipos, así como otras cuestiones tales como aspectos legislativos, instrumentos de trabajo, etc.

En cuanto a la composición, se señala que será la de psicólogo, educador y trabajador social, remarcando que el trabajo será multidisciplinar.

En estos momentos en la mayoría de las Comunidades Autónomas, educadores sociales están desarrollando su función en los equipos técnicos de los Juzgados de Menores, entendiendo que el modelo de atención a los menores es fundamentalmente educativo y, por tanto, las medidas que se adoptan están siempre orientadas a la reinserción SOCIAL de los menores. Nadie puede negar, a estas alturas, la necesidad de los educadores/as sociales en los equipos. Este aspecto, además, está apoyado por lo que establece el artículo 6, sobre principios inspiradores de la ejecución de las medidas, letra d, del proyecto de Reglamento, que establece “La aplicación de programas fundamentalmente educativos que fomenten el sentido de la responsabilidad y el respeto por los derechos y libertades de los otros”. ¿Cómo se podría aplicar un programa educativo sin un buen diagnóstico educativo realizado por los equipos técnicos?.

Segunda.

Por otro lado, también nos extraña no ver en ninguna parte del desarrollo del Reglamento, en lo referido al cumplimiento de las medidas en centros de menores, la figura del educador social como  profesional imprescindible en el trabajo educativo con los menores, como viene demostrando desde hace muchos años, lo cual no refuerza el carácter educativo de esta propuesta de Reglamento.

En la propuesta existen diversas referencias a “profesionales” sin definir, en ningún momento que serán los educadores/as sociales los que realizarán las tareas encomendadas. 

En este sentido, el artículo 21 de la propuesta de Reglamento, sobre realización de tareas socioeducativas establece, en su apartado primero, que “El profesional designado, después de entrevistarse con el menor para conocer sus características personales, su situación y sus necesidades, elaborará el programa individualizado de ejecución de la medida en el que expondrá las tareas específicas a realizar por el menor de carácter formativo, cultural y educativo, encaminadas a facilitarle el desarrollo de su competencia social, el lugar donde se realizarán las mismas y el horario de realización, que deberá ser compatible con el de la actividad escolar si el menor se encuentra en el período de la enseñanza básica obligatoria y, en la medida de lo posible, con su actividad laboral”.

Por otro lado, el artículo 28, sobre permanencia de fin de semana, establece en su apartado segundo, que “El profesional designado también propondrá las tareas socio-educativas a realizar por el menor, de carácter formativo, cultural o educativo, el lugar donde se realizarán las mismas y el horario de realización”.

Y otras, como el apartado 6º del artículo 5.1., sobre el modo de llevar a cabo las soluciones extrajudiciales; el apartado 6º, letra a, del artículo 10.1., sobre el inicio de ejecución; el artículo 17.2., sobre asistencia a un centro de día; el artículo 18.2., sobre libertad vigilada; el artículo 24, sobre internamiento en régimen cerrado; el artículo 25, sobre internamiento en régimen semiabierto; el artículo 27, sobre internamiento terapéutico, etc.

Queda claro, pues, que la filosofía de la Ley Orgánica 5/2000, estaba basada en la intervención/acción socioeducativa, propia de las competencias profesionales de los educadores/as sociales, aspecto que no queda claramente desarrollado en la propuesta de Reglamento.

Por tanto, este reglamento que desde hace tiempo están pidiendo todos los educadores/as sociales que trabajan dentro del ámbito de justicia juvenil, no puede obviar las funciones que cada profesional tiene en este ámbito, teniendo en cuenta que quien está  ejecutando las medidas judiciales, principalmente, son educadores/as sociales y quienes están en los centros de menores con los jóvenes son educadores/as sociales. Entonces, ¿por qué eliminar la figura profesional más importante de ese reglamento?.

Es por todo esto por lo que queremos expresarle nuestra más firme oposición a este Reglamento, al tiempo que le solicitamos no avance más en su tramitación sin contar, como sería preceptivo, con las organizaciones representativas de los educadores/as sociales y con nuestras aportaciones.

Esperamos de su Ministerio un talante dialogante con los profesionales que trabajan en, con y por los menores.

Quedamos a su disposición para cualquier aclaración o contacto que quiera mantener con nosotros.

Atentamente,

Rafel López Zaguirre

Presidente del Col·legi d’Educadores i Educadors Socials de Catalunya

En representación de:

Colegio Oficial de Educadores Sociales de Castilla-La Mancha

Colegio Profesional de Educadores Sociales de la Región de Murcia

Col·legi d’Educadores i Educadors Socials de Catalunya

Col·legi d’Educadores i Educadors Socials de les Illes Balears

Col·legi Oficial de Educadores i Educadors Socials de la Comunitat Valenciana

Colexio de Educadores Sociais de Galicia

Gizarte Hezitzaileen Euskadiko Elkargoa-Colegio de Educadoras y Educadores Sociales del País Vasco

Barcelona, 13 de julio de 2004
